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Resumen 
 

Este artículo analiza las decisiones del 
Consejo de Estado sobre la Emergencia 
Sanitaria en Colombia, en este contexto 
resulta esencial la participación de esta Alta 
Corte, como pieza clave efectuando el 
Control Inmediato de Legalidad a los 
decretos emitidos como medidas de carácter 
general por autoridades en el país. Se 
identificó la función primordial del Consejo 
de Estado a través de sus salas de decisión 
como órgano de cierre en materia 
administrativa, que estuvo laborando desde 
sus casas sin interrupción durante el periodo 
decretado de Emergencia Económica, 
Social y Ecológica; como resultado de la 
labor de las salas se emitieron entre el año 
2020 al 2021, un total de 1684 decisiones a 
nivel nacional en torno al control inmediato 
de legalidad; se consolida en lo que respecta 
al Departamento del Valle del Cauca con 15 
decisiones, que fueron proferidas de la 
entidad ambiental denominada Corporación 
Autónoma Regional del Valle del Cauca, la 
cual emitió diferentes resoluciones debido a 
la emergencia económica, social y ecológica 
vivida. Finalmente, de acuerdo al análisis 
reflexivo realizado se determina como el 
aporte efectivo del Consejo de Estado 
permitió hacerle frente a la situación caótica 
vivida, se evidencia su contribución en la 
defensa de la constitucionalidad, legalidad y 
juridicidad de las actuaciones de la 
administración pública. Además, se precisa 
que las decisiones de esta Alta Corte 
admiten indicar que se actuó con 
fundamento en los preceptos derivados del 
Derecho Administrativo, el cual tiene como 
fin regular el actuar de cada una de las 
organizaciones del Estado. 
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C.I.L de los actos administrativos, Consejo 
de Estado, emergencia sanitaria, Estado de 
Excepción, emergencia económica, social y 
ecológica.  
 
 

Introducción 
 

Ante la pandemia del Covid-19 el Estado 
colombiano, se vio obligado a declarar la 
Emergencia Económica, Social o Ecológica, 
a través de diferentes normatividades 
expresadas en decretos entre los que se 
encuentran el Decreto 417 de 2020, que 
declara un Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica en todo el 
territorio colombiano, el Decreto 457 de 
2020, que impartió instrucciones para el 
mantenimiento del orden público, el Decreto 
485 de 2020, donde se designó al ministro 
de relaciones exteriores ad hoc para la firma 
del proyecto de decreto legislativo donde se 
creaba incentivo económico para 
productores y trabajadores del campo, el 
Decreto 637 de 2020, que declaró el Estado 
de emergencia económica, social y 
ecológica en todo el país; los cuales sirvieron 
como lineamiento constitucional para las 
entidades ante la crítica situación.  
 
La emergencia declarada a causa del 
Coronavirus de magnitud mundial constituye 
una de las tres formas de Estado de 
excepción, a partir de la cual el 
funcionamiento del Consejo de Estado se 
direccionó de acuerdo a sus facultades al 
control de legalidad de los actos 
administrativos emitidos por autoridades del 
orden nacional. Referenciado esto, el 
objetivo general del presente artículo es 
analizar las decisiones del Consejo de 
Estado sobre la Emergencia Sanitaria en 
Colombia, desde la metodología de la 
hermenéutica jurídica que como ciencia 
interpreta textos jurídicos. Se consolida la 
referencia teórica enmarcada en el neo 
constitucionalismo como mayor 
representación en el reciente modelo estatal 
conocido como Estado constitucional y 
democrático de Derecho. Los contenidos 
que aborda este artículo son: el Covid 19 y 
el Consejo de Estado, el control inmediato de 
legalidad de los actos administrativos, el 
Consejo de Estado y las decisiones 
proferidas en la emergencia sanitaria. 
 
 



En el presente artículo voy a sostener que el 
Consejo de Estado resulta ser pieza clave y 
esencial en el Control Inmediato de 
Legalidad a los decretos emitidos como 
medidas de carácter general por autoridades 
en el país en la Emergencia Sanitaria en 
Colombia. De modo general en la primera 
sección se inicia mencionando como 
Colombia como nación está regida por un 
paradigma constitucional que establece el 
deber del Estado en la Prestación de 
servicios, los cuales deben garantizarse en 
cualquier tiempo, con mayor preponderancia 
cuando se decreta un Estado de 
Emergencia, como el reciente a causa del 
Coronavirus, en este contexto el Consejo de 
Estado en su sala especial de decisión 
mediante el control inmediato de legalidad se 
pronuncia frente a los actos administrativos 
emitidos por entidades de orden nacional en 
virtud de los decretos de Emergencia. En la 
segunda sección, se identifica como los 
decretos emitidos como medidas de carácter 
general en arreglo con el artículo 20 de la 
Ley 137 de 1994 son objeto de control de 
legalidad, así mismo como lo dispone el 
artículo 136 de la Ley 1437 de 2011, en la 
tercera sección, se enmarca en el Estado de 
excepción decretado en Colombia por la 
emergencia económica, social y ecológica, a 
partir del cual se tramitaron 1.684 procesos 
de Control Inmediato de Legalidad en el 
Consejo de Estado por parte de los 
presidentes de las salas especiales de 
decisión a diferentes Decretos y 
Resoluciones promulgados por diferentes 
autoridades de orden nacional. Se finaliza 
abordando el Estado de Emergencia, el 
Derecho Administrativo y el neo 
constitucionalismo. Para sustentar mi 
posición, expondré los siguientes 
argumentos o razones básicas: Primero, el 
Covid 19 y el Consejo de Estado, segundo, 
el control inmediato de legalidad de los actos 
administrativos, y tercero, el Consejo de 
Estado y las decisiones proferidas en la 
emergencia sanitaria. 
 
Covid-19 y el Consejo de Estado. 

Colombia es una nación que desde el año de 
1991 se encuentra regida por un nuevo 

paradigma constitucional, el cual tiene como 
fundamento el respeto por los derechos y 
libertades humanas, es decir, que desde 
este año se ha estipulado en la Carta 
Constitucional que el Estado debe obedecer 
su deber de satisfacer necesidades básicas, 
siendo una de estas la afín con la prestación 
de un servicio de salud que se delimite en la 
calidad, eficiencia y cobertura.  
 
Dicho acceso en salud, y la responsabilidad 
del Estado debe estar siempre en todo 
momento, y más aún cuando es Decretado 
el Estado de emergencia. El coronavirus se 
reporta por primera vez, en enero 7 de 2020, 
por el Centro para el Control y la Prevención 
de Enfermedades, así poco a poco el 
número de infectados fue creciendo, 
expandiéndose por todo el mundo hasta que 
llega a Colombia, provocando en las 
personas, episodios de fiebre, tos seca, 
dificultades en la respiración, y fatiga. 
 
Para algunos la pérdida del olfato y el gusto, 
la conjuntivitis, siendo la presión en pecho 
asociada con el dolor, y la falta de aire los 
síntomas más complicados. Todo ello fue 
generando que las entidades fueran 
aislando los servicios de forma presencial, 
para preservar la vida de sus empleados y 
contrarrestar los contagios de más 
personas1. 
 
Excepto en la salud, donde el personal 
médico y el asistencial de servicios continuó 
laborando, aun poniendo en peligro sus 
vidas. Así sucedió también con los cierres 
del aparato judicial, sin embargo, desde el 
Consejo de Estado se siguió laborando pues 
había necesidad de efectuar el control 
inmediato de legalidad. 
 
Fundamentado en estos preceptos, es que 
como consecuencia a la pandemia que se 
generó a causa del Covid 19, en el país se 
dio lugar a la toma de decisiones por parte 
del Consejo de Estado, quien es el facultado 
para solucionar los conflictos entre el 
gobierno central y los ciudadanos. El 
Consejo de Estado en su sala especial de 
decisión se pronunció para muchas 



entidades de orden nacional referente al 
control inmediato de legalidad. Dichas 
decisiones estuvieron enfocadas en declarar 
un Estado de emergencia en donde 
prevaleciera las medidas de bioseguridad 
para amparar el bienestar de los ciudadanos 
desde una perspectiva integral.  
 
Cabe señalar, que estas decisiones se 
encontraron sujetas a aquellas que se 
proponían a nivel internacional, pues no se 
puede obviar que la pandemia ha sido uno 
de los episodios de mayor impacto que se 
han suscitado a nivel mundial en los últimos 
años. Muestra de las mismas se ven 
reflejadas en el momento en que los 
encargados de direccionar la Organización 
Mundial de la Salud (OMS), se dieron a la 
tarea de conformar un Equipo de Apoyo a la 
Gestión, por medio del cual se brindó un 
apoyo a cada una de las sedes de las 
instituciones en el manejo de temas como el 
brote, buscando así que el impacto del virus 
no fuera tan significativo. De igual modo, es 
relevante hacer referencia a las decisiones 
de la OMS en lo que respecta a:  
 
La formulación de un conjunto de 
orientaciones técnicas con 
recomendaciones para todos los países 
sobre el modo de detectar casos, realizar 
pruebas de laboratorio y gestionar los 
posibles casos. Las orientaciones se basan 
en los conocimientos sobre el virus que 
existen en ese momento. Las orientaciones 
se remiten a los directores regionales de la 
OMS para emergencias a fin de que las 
distribuyan entre los representantes de la 
OMS en los países 2. 
 
Cada una de estas decisiones tomadas por 
la Organización Mundial de la Salud, que 
como es sabido es la entidad que tiene a su 
cargo gestionar políticas de promoción y 
prevención para que prevalezca la salud, 
son las que se consolidan en la base para 
que los diferentes encargados de gobernar 
las naciones se dieran a la tarea de 
promover políticas que conllevaran a 
consolidar estados de emergencias, 
entendiéndose por estos aquellos en donde 

se hacen excepciones para que los recursos 
sean aplicados de tal modo que prevalezca 
en el mayor grado posible el bienestar de las 
personas que integran la sociedad. Como se 
ha referenciado al inicio de este artículo, 
Colombia no fue la excepción, pues en el 
año 2020 se promulga el Decreto 417 de 
2020, en el que de manera clara se estipula 
que a partir de ese momento debía regir en 
el país un Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica.  
 
En consecuencia, y en la búsqueda de dar 
cumplimiento a los lineamientos 
constitucionales el Consejo de Estado en 
uso de sus facultades a través del Control 
Inmediato de Legalidad, efectúa el 
correspondiente examen de legalidad a los 
decretos legislativos proferidos por el 
Gobierno Nacional a lo largo del Estado de 
excepción. Dicho Decreto 417 de 2020 se da 
delimitado en las facultades que desde la 
normatividad se le entrega al Presidente de 
la República, específicamente aquellas que 
se encuentran contenidos en el artículo 215 
de la Carta Política y en la Ley 137 de 1994, 
que en su artículo 2 establece: 
 
Regular las facultades atribuidas al Gobierno 
durante los Estados de Excepción. Estas 
facultades sólo podrán ser utilizadas cuando 
circunstancias extraordinarias hagan 
imposible el mantenimiento de la normalidad 
mediante los poderes ordinarios del Estado. 
La Ley también tiene por objeto establecer 
los controles al ejercicio de las facultades 
excepcionales del Gobierno, así como las 
garantías para proteger los derechos 
humanos de conformidad con los tratados 
internacionales3. 
 
Como puede reconocerse, en Colombia 
previamente a la promulgación del Decreto 
417 de 2020, el Ministro de Salud y 
Protección Social, siendo consciente del 
impacto del virus en los ámbitos económico 
y de salud, por medio la Resolución 385 de 
2020 “declara la emergencia sanitaria por 
causa del coronavirus Covid-19”4 y en 
consecuencia instaura medidas sanitarias 
respecto a aforos, adopción de protocolos de 



bioseguridad, entre otros, para amparar el 
bienestar de los pobladores del territorio 
nacional.  
 
La Organización Internacional del Trabajo5 
mediante un comunicado de fecha marzo 
18/2020 instó a los Estados para que 
adoptaran medidas urgentes para la 
protección de empleadores y trabajadores 
en los lugares de trabajo, así como para la 
estimulación de la economía, el 
sostenimiento de los puestos de trabajo, los 
ingresos y el respeto a los derechos 
laborales entre otros.  
 
De igual forma, en la búsqueda de dar 
respuesta a esta crisis y consciente el 
Estado de que su deber es brindar bienestar 
y conservación del empleo, en el ámbito 
laboral promulga el Decreto 488 de 2020 6, 
el cual en su artículo 3 estableció un nuevo 
régimen para el retiro de cesantías, en el que 
los empleados que presenten una 
disminución de su ingreso mensual por 
cuenta de la pandemia pueden retirar cada 
mes de su fondo el monto para compensar 
esa pérdida.  
 
Sin duda esta medida fue acogida con 
certeza por los habitantes de la nación, ya 
que se estableció una nueva posibilidad de 
obtener recursos para superar los gastos 
que se presentan en el entorno familiar. 
Sumado a esto, en el Decreto que se ha 
relacionado se establece que: 
 
Por parte de las ARL el 5% del total de la 
cotización se debe destinar a actividades de 
prevención del covid-19, dirigido a los 
empleados que están directamente 
expuestos al virus. Además, 2% se dará en 
favor de la compra de los elementos de 
protección y en chequeos médicos a estos 
trabajadores7. 
 
Como puede reconocerse, el Presidente de 
la República en aplicación de las facultades 
que le otorga la Constitución Nacional, 
desde un primer instante en el que se 
confirmó el caso inicial de brote del virus, se 
dio a la tarea de promulgar normatividades 

en las que se estipulaban una serie de 
excepciones direccionadas a que se diera 
una prestación del servicio de salud, de tal 
manera que se pudiera superar el aumento 
de casos que cada vez se mostraba en una 
curva ascendente. Cabe señalar, entre estas 
normas, el Decreto 538 de 20208, en el que 
se determina que, debido a la necesidad 
existente de prestación de servicios en el 
campo de salud, se faculta al Ministerio de 
Salud y Protección Social y así mismo a las 
entidades territoriales para que, a través de 
actos administrativos, pudieran transferir 
directamente los recursos a las Empresas 
Sociales del Estado. 
 
A pesar de que en esta normatividad se hace 
una serie de estipulaciones enfocadas a dar 
respuesta a la emergencia, en torno a la 
misma se estipuló el Decreto 607 de 20209, 
en el que se hace una corrección de errores, 
buscando que se fortaleciera la eficiencia y 
cobertura en cada una de las decisiones que 
en adelante se tomaren. Según Jairo 
Vladimir Llano sobre la situación que generó 
el virus afirma: 

 
Esta situación desnuda y acelera la 
transición hegemónica del neoliberalismo 
anglosajón al capitalismo de Estado del Asia 
Oriental; que en ningún momento suprime al 
capitalismo, pues la nueva hegemonía se 
soporta en una relación complementaria 
entre Estado y capital; de igual forma, 
tampoco se acaba el fenómeno de 
globalización, al contrario, lo profundiza con 
la cooperación internacional para enfrentar 
la pandemia y la aparición oficial de las 
nuevas tecnologías representadas en la 5G 
y la inteligencia artificial10.  

 
El control inmediato de legalidad de los 
actos administrativos.  

 
En relación a los decretos emitidos como 
medidas de carácter general, de 
conformidad con el artículo 20 de la Ley 137 
de 1994, se señala que son objeto de control 
de legalidad:  

 
Las medidas de carácter general que sean 



dictadas en ejercicio de la función 
administrativa y como desarrollo de los 
decretos legislativos durante los Estados de 
Excepción, tendrán un control inmediato de 
legalidad, ejercido por la autoridad de lo 
contencioso administrativo en el lugar donde 
se expidan si se tratare de entidades 
territoriales o del Consejo de Estado si 
emanaren de autoridades nacionales. Las 
autoridades competentes que los expidan 
enviarán los actos administrativos a la 
jurisdicción contencioso-administrativa 
indicada, dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a su expedición11.  
 
Igualmente lo establece el artículo 136 de la 
Ley 1437 de 2011, que indica: 

 
Las medidas de carácter general que sean 
dictadas en ejercicio de la función 
administrativa y como desarrollo de los 
decretos legislativos durante los Estados de 
Excepción, tendrán un control inmediato de 
legalidad, ejercido por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo en el lugar 
donde se expidan, si se tratare de entidades 
territoriales, o del Consejo de Estado si 
emanaren de autoridades nacionales, de 
acuerdo con las reglas de competencia 
establecidas en este Código. Las 
autoridades competentes que los expidan 
enviarán los actos administrativos a la 
autoridad judicial indicada, dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su 
expedición. Si no se efectuare el envío, la 
autoridad judicial competente aprehenderá 
de oficio su conocimiento12.  
 
A partir de la búsqueda en la relatoría del 
Consejo de Estado13 se identifica como éste 
órgano de cierre, estuvo laborando durante 
la Emergencia económica, social y ecológica 
y trabajando desde casa, se emitieron las 
correspondientes decisiones entorno al 
control inmediato de legalidad, de especial 
necesidad para examen. Se encuentran con 
vista pública a la sociedad colombiana, entre 
2020 y 2021 un total de más de 1684 
registros, siendo analizadas en lo que 
respecta al Valle del Cauca, como 
Departamento, a 15 de una autoridad del 

orden nacional, entre las que se encuentran 
la revisión que hizo el Consejo de Estado a 
la Corporación Autónoma Regional del Valle 
del Cauca - CVC, ante la emisión de 
diferentes resoluciones dadas por esta 
entidad ambiental debido a la emergencia 
económica, social y ecológica vivida.  
El control inmediato de legalidad está 
instituido para garantizar el orden legal y 
constitucional del Estado de derecho en 
condiciones de anormalidad estatal e 
institucional, porque los poderes del 
ejecutivo se maximizan legítimamente y las 
autoridades, en ejercicio de la función 
administrativa, se ven llamadas a concretar 
en la realidad aquellos enunciados 
abstractos que materializan la legislación 
extraordinaria dictada en el Estado de 
excepción14.  
 
Respecto a los actos administrativos que se 
pueden enjuiciar a través del medio de 
control inmediato de legalidad, el Consejo de 
Estado ha manifestado ser reiterativo y casi 
uniforme y pacífico, realizando una 
interpretación de tipo literal o exegética del 
artículo 20 de la Ley 137 de 1994, y de los 
artículos 11.8, 136 y 185 de la Ley 1437 de 
2011, mediante los cuales ha precisado que 
pueden ser enjuiciados por el control 
inmediato de legalidad aquellos actos 
administrativos que reúnan los siguientes 
presupuestos: 

 
(i) Que el objeto o materia a estudiarse o 

revisarse lo constituyan medidas o actos 
administrativos de naturaleza y/o contenido 
general; (ii) que dichos actos generales, 

fueren dictados en ejercicio de la función 
administrativa; y (iii) que además de que 
fueren dictados en ejercicio de la función 
administrativa, desarrollen uno o más de los 
Decretos Legislativos proferidos durante el 
Estado de Excepción15.  
 
Consejo de Estado y las decisiones 
proferidas en la emergencia sanitaria. 

 
Como se puede notar en Colombia, el 
Consejo de Estado resulta ser esa Alta Corte 
vital para la vigilancia de los actos que 



emiten las autoridades del orden nacional, 
en virtud del Decreto de Emergencia 
sanitaria. El mismo Consejo de Estado en el 
presente año 2022 a través del Observatorio 
de la relatoría en su primera entrega señala 
que: “La falta de definición de la naturaleza 
jurídica del Decreto 457 de 2020 ha 
generado contradicciones en la corporación 
frente a la admisibilidad del CIL”16, así mismo 
refiere “Competencia del Consejo de Estado 
para asumir el CIL frente a actos 
administrativos, expedidos por las 
Corporaciones Autónomas Regionales”17, 
mencionan además que hay “Tesis amplia 
de admisión del CIL”18, entre otras. 

 
En el marco del Estado de excepción 
decretado en Colombia por la emergencia 
económica, social y ecológica, “se tramitaron 
1.684 procesos de Control Inmediato de 
Legalidad en el Consejo de Estado por parte 
de los presidentes de las salas especiales de 
decisión a Decretos y Resoluciones 
promulgados por diferentes autoridades de 
orden nacional”19. 
 
En el país, el Consejo de Estado en relación 
a la problemática derivada de la pandemia 
no se mostró ajeno, ya que dando 
cumplimiento a sus funciones tomo 
decisiones a través de procesos de Control 
Inmediato de Legalidad, logrando que se 
consolidara un Estado de emergencia 
caracterizado por decretos legislativos 
acordes a políticas enfocadas a aplicar los 
recursos, de tal manera que se dio respuesta 
en la mayor proporción a las nuevas 
necesidades en materia económica, de 
salud y ecológica. Por consiguiente, se 
puede establecer que el Consejo de Estado 
en la situación vivenciada como 
consecuencia de la pandemia actuó 
fundamentado en los preceptos que se 
derivan del Derecho Administrativo que tiene 
como fin regular el actuar de cada una de las 
organizaciones del Estado. 
 
Estado de Emergencia, Derecho 
Administrativo y neo constitucionalismo. 

 
Como se ha referenciado en el apartado 

anterior, el Consejo de Estado a nivel 
nacional ha sido una pieza clave en la 
consolidación de un Estado de emergencia, 
que como es sabido tiene lugar cuando al 
interior de una nación se dan situaciones 
caóticas, tal como lo ha sido en los últimos 
años con la crisis que, a nivel económico, de 
salud y a nivel ecológica se ha derivado de 
pandemia como consecuencia de la 
propagación del Covid-19.  
 
Dicha participación tiene lugar debido a que 
esta entidad se encuentra regida por los 
preceptos del derecho, específicamente el 
enfoque administrativo que tiene como fin 
direccionar las funciones de cada una de las 
entidades e instituciones del Estado para 
que trabajen en pro del bienestar de la 
población. Es decir, que desde su 
concepción no es solo el poder ejecutivo el 
encargado de promover el bienestar, sino 
que debe darse un trabajo conjunto entre 
cada uno de los poderes que se hayan 
determinado en el país. En palabras del 
profesor Dicey quien a su vez es citado por 
Maurice Hariou en el ensayo del Dr. Luis 
José Béjar Rivera precisa: 

 
El derecho administrativo… es, desde el 
punto de vista del derecho público general, 
un derecho de equidad basado en la 
prerrogativa de la administración… regula 
las relaciones entre la administración y los 
administrados, admitiendo entre las dos 
partes una desigualdad fundamental, 
reconociendo que la administración está 
sustraída al derecho común y concediéndole 
jurídicamente privilegios20. 
 

El planteamiento del estudioso de las 
ciencias jurídicas reafirma que cada una de 
las entidades e instituciones del Estado 
deben darse a la tarea de beneficiar de 
manera equitativa e igualitaria a los 
ciudadanos. Cada uno de estos es lo que 
busca aplicar el Consejo de Estado a nivel 
nacional cuando promueve el Estado de 
emergencia, pues por medio del mismo 
buscan que haya una extensión de políticas 
que permitan brindar mejores beneficios a 
los integrantes de la comunidad.  



En relación al Derecho Administrativo, éste 
se cimienta sobre el principio de legalidad, 
por lo que en realidad la Administración 
pública y los órganos del Estado que la 
integran están sometidos al derecho, y 
especialmente al derecho definido para 
regular sus actuaciones. Por lo tanto, el 
principio de legalidad es el primero entre los 
demás principios del derecho administrativo 
que se ha constitucionalizado21. 
 
Conviene mencionar que estos preceptos 
del Derecho Administrativo se encuentran 
sujetos a todas aquellas contextualizaciones 
que los estudiosos de esta ciencia han 
hecho respecto a la Teoría del Estado que, 
tiene como ejes rectores promover la 
relación entre el gobierno y el pueblo, es 
decir que desde su perspectiva es el 
fortalecimiento de ésta, la que conlleva a que 
en la sociedad prevalezca la igualdad, 
equidad y justicia. Como puede 
reconocerse, con la articulación de la Teoría 
del Derecho se ha buscado que se 
consoliden estados en donde prevalezca el 
respeto por la democracia, los derechos y 
libertades fundamentales. Aunque se debe 
tener en cuenta, que esta concepción se ha 
venido fortaleciendo desde la época de la 
revolución francesa, que es cuando se da 
inicio a los primeros pronunciamientos sobre 
las mismas22. 
 
Es importante mencionar, que la Teoría del 
Estado tiene como fin la administración 
pública, es decir, que desde su perspectiva 
se debe en todo momento estar analizando 
el funcionamiento de las organizaciones y de 
las entidades públicas, pues de esta manera 
se consigue establecer si cada una de las 
mismas están aplicando sus recursos de tal 
manera que se logre potenciar el bienestar 
de los ciudadanos. Por esto es que los 
estudiosos de la ciencia jurídica han 
estipulado que la Teoría del Estado debe 
abordarse desde una perspectiva 
interdisciplinaria, ya que por su enfoque se 
hila con los preceptos del Derecho 
Constitucional, que tiene como fin promulgar 
normas que busquen que haya un bienestar 
generalizado del Estado23. 

El hecho de que se haya consolidado este 
carácter interdisciplinario, es lo que ha dado 
lugar a que, en muchas naciones, entre ellas 
Colombia, se esté dando paso a una 
trasformación en el modelo de Estado 
existente, por uno en donde prevalezca los 
lineamientos de aquel denominado 
constitucionalismo que de acuerdo con 
Raymundo Gil: 
Alude a una nueva visión del Estado de 
derecho que parte del constitucionalismo, 
cuya característica primordial es la primacía 
de la constitución sobre las demás normas 
jurídicas y que vienen hacer la distinción 
entre reglas como normas legalistas y 
principios como normas constitucionales24.  
 
El neo constitucionalismo viene teniendo 
una difusión en distintos países de Europa 
como en Sudamérica, lo cual despliega la 
estructura de constitucionales largas y 
densas25; en palabras de la Abogada Nicole 
Velasco y el Dr. Jairo Vladimir Llano, el neo 
constitucionalismo se ha implementado de 
forma tímida y paulatina en Colombia, 
ampliando “las perspectivas de la Teoría del 
Derecho y la práctica jurídica y tiene su 
mayor representación en el reciente modelo 
estatal conocido como Estado Constitucional 
y Democrático de Derecho”26. 
 
Cabe señalar, que con la adopción de este 
nuevo modelo de Estado se ha venido 
buscando que en el país prevalezca el 
bienestar equitativo, por lo cual se ha dado 
lugar a la reestructuración de normas y 
políticas existentes, ya que se debe buscar 
que haya una gestión administrativa en cada 
entidad pública, en donde prevalezca el 
bienestar colectivo y no individual. Entonces, 
ha sido la aplicabilidad de la Teoría del 
Estado lo que ha conllevado a que en el país 
se hayan tomado las decisiones respecto al 
Estado de emergencia en los últimos años, 
pues se ha buscado que haya una gestión 
que se enfoque a dar respuesta a una crisis 
que coloca en jaque el bienestar de la 
comunidad desde diferentes connotaciones. 
 
 
 



Conclusiones 
 

El Estado de emergencia en Colombia 
decretado a partir de la pandemia del Covid-
19 generó que el Presidente de la República 
en uso de sus facultades emitiera Decretos 
con fuerza de Ley, con el propósito de que 
las entidades cambiaran y se adoptaran una 
serie de lineamientos de protección de 
seguridad, para la salud y vida humana. En 
virtud de esa facultad presidencial en el 
tiempo de Estado de emergencia, las 
entidades de orden nacional profieren actos 
administrativos, a raíz de los Decretos 
expedidos en la emergencia, los cuales son 
objeto de Control Inmediato de Legalidad. 
 
El Consejo de Estado contribuye en la 
defensa de la constitucionalidad, legalidad y 
juridicidad de las actuaciones de la 
administración pública, efectuando el 
Control Inmediato de Legalidad a actos 
administrativos expedidos por autoridades 
de orden nacional; durante el periodo de 
emergencia se emitieron en el país 1684 
decisiones por parte de los Presidentes de 
Salas de decisión del Consejo de Estado, de 
los cuales a nivel departamental 
corresponden a 15, los cuales son 
provenientes de la Corporación Autónoma 
Regional del Valle del Cauca.
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